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El Sr. Jean Michel Arrighi, Secretario de Asuntos Jurídicos de la OEA, inauguró la XXVI Mesa Redonda dando la bienvenida a los ponentes y al público y resaltando el objetivo de enriquecer el debate hemisférico sobre el tema de la independencia judicial, el cual afecta a todos los países de América Latina y el Caribe. 
En primer lugar, el Sr. Arrighi elogió el esfuerzo de la OEA en este ámbito con el propósito de promover y consolidar la democracia en la región. Además, destacó la Carta Democrática Interamericana que indica que uno de los elementos esenciales de la democracia representativa es la separación y la independencia de poder judicial. 
El Sr. Arrighi también acentuó la importancia del tema, comentando que “la independencia judicial garantiza no solo el acceso a la justicia sino también acceso a un derecho justo”.
El primer ponente, el Dr. Miguel Ángel Caminos, Juez de Cámara de Argentina  y Presidente de la FLAM, empezó su discurso expresando su agradecimiento por haber sido invitado para participar en la Mesa Redonda. El Sr. Caminos presentó la FLAM que está integrada por 16 países de la región, en la que trabajan no solo para la capacitación e información de los jueces, sino también para la defensa de la independencia judicial. 
El Sr. Caminos expresó su preocupación respecto a los problemas de la independencia judicial en América Latina, puesto que en la región se encuentran casos en los que la actuación política debilita la credibilidad de los jueces.  La independencia judicial es el punto central de la confianza ciudadana que legitima a los jueces y que permite aplicar la ley. En este sentido, el Sr. Caminos aludió que la independencia judicial es la base para fortalecer la democracia y para garantizar la libertad ciudadana.  
Para ello, el Sr. Caminos sugirió la garantía universal de la estabilidad de su cargo y la intangibilidad en la remuneración de los jueces. Todo ello es una protección  para que los jueces no sean perseguidos por el contenido de su juicio y para que no se incline a seguir los intereses de los órganos políticos, por lo cual asegura la libertad para interpretar la ley.
El segundo ponente, el Dr. Augusto Ibáñez Guzmán, Magistrado de Corte Suprema de Justicia de Colombia,  consideró que la independencia judicial, más allá de organigramas de estado, se trata de buscar que el poder judicial tenga su propio presupuesto y que sea suficiente, que tenga independencia en su elección y dirección económica, que opere al margen de persecuciones y presiones políticas.

Para el jurista colombiano, el siglo XXI será el siglo de los jueces y de las víctimas, en donde veremos la realización del derecho sustancial a diferencia del siglo pasado, que fue el del poder ejecutivo, y el siglo XIX, que fue el de los parlamentos.  

El Dr. Ibáñez recordó que la corte de Colombia fue golpeada en 1985 por los cárteles de la droga y logró renacer de entre el caos, para continuar desempeñando sus funciones; sin embargo advirtió que hoy por hoy, no está libre de presiones y linchamientos morales. 

En cuanto a la función jurisdiccional de la Corte Suprema de Colombia, el Dr. Ibáñez identificó 5 áreas básicas para su ejercicio: la parapolítica (que él define como el contrato social formal, desde el 2006, para la cooptación de los grupos paramilitares a los funcionarios estatales), la adopción de medidas para recuperar el fuero, la precisión de contenidos del procedimiento de “Justicia y Paz” (que somete a la justicia a grupos paramilitares ofreciendo reducciones de la pena a cambio de la verdad), ajustar la extradición a que se provea la reparación del daño a las víctimas  y en materia de derechos humanos, la observancia del acuerdo sectorial de la OEA y de la ONU, y validar ciertas excepciones al estado de cosa juzgada rehaciendo procesos que en el pasado equivalieron a una simulación. 

El tercer ponente, la Dra. Paulina Aguirre Suárez, Presidente de Asociación de Magistrados de Ecuador, comenzó definiendo la independencia judicial como que los jueces y magistrados no están sujetos al ejercicio de su función y a órdenes o instrucciones de nadie. Luego, concentró su presentación en destacar los avances alcanzados en el tema de la independencia judicial en Ecuador y también los desafíos.  
Según lo explicado por la Dra. Aguirre, desde el año 1830 en Ecuador el ejecutivo ha concentrado mayores atribuciones en otras funciones y ha tenido el control del poder judicial por mandato de la constitución. Los magistrados que han conformado la Corte Suprema de Justicia eran nombrados una vez por el ejecutivo y otras veces por el Congreso Nacional, por lo cual en varios momentos generó grandes dificultades. Sin embargo, la constitución de 1999 reconoce que los órganos de la función judicial serán independientes en el ejercicio de sus deberes y atribuciones y que ninguna función del Estado podrá interferir en los asuntos propios. Además, se establece el modo de rellenar los vacantes con independencia judicial.
La Dra. Aguirre aclaró que la tarea de los ecuatorianos es trabajar unitariamente para comprender la Constitución que debe ser entendida como la verdadera norma jurídica superior y también exigió que todos los poderes públicos sometan sus acciones en el marco de los límites que establece la constitución, los instrumentos de derechos humanos internacionales y la ley.
El cuarto ponente, la Dra. Cristina Crespo, Jueza Civil de Uruguay y Vicepresidenta de la FLAM, evaluó que el poder judicial en Uruguay goza de independencia externa y absoluta como la larga tradición del país. Según lo expresado por la Dra. Crespo, en Uruguay el poder ejecutivo no tiene ninguna intervención en la nominación y la designación de los magistrados, y los ministros de la Suprema Corte de Justicia son, salvo dos casos, magistrados de carrera que llegan a su puesto por nombramiento de la Asamblea General. 
Además, los magistrados ingresan a la carrera judicial por grados más bajos y van escalando hacia lugares de mayor exigencia judicial. El ingreso a la magistratura requiere una formación de 2 años que brinda el Centro de Estudios Judiciales. La Dra. Crespo comentó que esta situación no solo enorgullece a los magistrados uruguayos, sino también les llena de responsabilidad. 

La Dra. Crespo definió que la independencia judicial tiene dos caras: la independencia de factores externos como la política y religión y la independiente interna de los magistrados. En este aspecto, la Dra. Crespo expresó su inquietud respecto a algunos países de América Latina que están enfrentando dificultades como el caso de una jueza venezolana privada de su libertad en diciembre del año pasado por contenido de su sentencia. La Dra. Crespo comentó que la FLAM ha hecho esfuerzos para la liberación de ella, aunque no ha podido lograrla.
El último ponente, el Dr. Juan Carlos Apitz, Ex-Magistrado de Corte Primera de lo Contencioso Administrativo de Venezuela, relató su experiencia personal en cuanto a la situación del poder judicial en Venezuela.
El Dr. Apitz fue invitado para participar en la mejora de la calidad de jurado en el año 99 y luego fue escogido por la plenaria a Tribunal Suprema de Justicia como magistrado de la Corte Contenciosa Administrativa. Sin embargo, desde el año 2003 comenzó un ataque de los voceros gubernamentales contra la corte, particularmente a los dos magistrados incluyendo Dr. Apitz. Finalmente, el presidente de la república ordenó que ellos debieran de ser destituido por el contenido de sus sentencias, que fueron consideradas contra revolucionaria.
Después de ser despedido, en el año 2004 pusieron una denuncia a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. La Comisión emitió un informe final en el año 2006 donde estableció que se han violentado los Derechos Humanos elementales a los magistrados destituidos y que sugirió la reincorporación y el pago de los salarios a los dos ex magistrados. Sin embargo, el Canciller venezolano declaró que les indemnizaría pero reingresar a los cargos no era posible. Además, en el año 2008, el Tribunal Supremo de  Justicia venezolano interpuso una solicitud a nulidad contra la decisión de la Corte Interamericana después de 5 meces de la decisión final de la Corte. 
En la sesión de preguntas y respuestas moderada por el Dr. Jean Michel Arrighi, los ponentes abordaron temas tales como el efecto de la independencia o la falta de independencia judicial al desarrollo jurisprudencial y la definición personal de la independencia judicial. Además de las preguntas, el Dr. Caminos resaltó que “los jueces están enfrentando muy duramente a los poderes políticos y cuanto más se proclame los actos que afecta independencia mayor defensa vamos a tener”.
